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Experiencias de financiamiento 
en la educación superior

A P O R T E  E S P E C I A L

Introducción
	
Este aporte especial es produc-

to de un esfuerzo conjunto entre el 
Programa Estado de la Nación (PEN) 
y el Instituto Tecnológico de Costa 
Rica (TEC). Su objetivo es sistematizar 
los enfoques y estrategias utilizados en 
diversos países para el financiamien-
to de la educación superior, así como 
documentar los criterios a partir de 
los cuales las universidades definen los 
aranceles para el cobro de la matrícula. 
También, se revisaron las metodologías 
para la incorporación de políticas de 
equidad y progresividad al fijar las tari-
fas en esos mismos centros. 

En marzo de 2017, el Consejo 
Institucional del TEC acordó desarro-
llar una metodología de cálculo para 
estimar el costo real de la formación 
en esa casa de estudios (acuerdo SCI-
0932017). Así, abordó un tema de 
creciente relevancia en las discusiones 
nacionales: la necesidad de evaluar la 
relación entre inversión y resultados en 
la enseñanza universitaria estatal del 
país. Este es, además, uno de los desa-
fíos reiteradamente señalados por este 
Informe en materia de información e 
indicadores.

En su acuerdo, el Consejo destaca 
la necesidad de revisar el valor real de 
la formación por carreras y contar con 
una metodología que brinde informa-
ción automatizada y oportuna para la 
toma de las decisiones institucionales. 
Previamente, el TEC había diseñado e 
implementado un instrumento de este 
tipo; posee datos de costo en docencia 
por estudiante y carrera (Navas, 2015), 
lo cual le ha servido de base para deter-
minar qué porcentaje debe recuperar por 
medio de la tarifa de matrícula. 

Este importante avance, junto con una 
preocupación por introducir en el mode-
lo tarifario criterios de equidad (compen-
sación por situaciones socioeconómicas 
diferenciadas en los hogares de los estu-
diantes), llevaron a plantear una serie de 
estudios que dieran sustento a una discu-
sión acerca del modelo para el cobro de 
tarifa por matrícula (costo de los créditos 
matriculados). Las tres investigaciones 
realizadas (Arias et al., García et al. y 
Román y Segura, todas de 2018) pueden 
consultarse en www.estadonacion.or.cr

 Este aporte está organizado en tres sec-
ciones. La primera contiene una actualiza-
ción de las tendencias en el financiamiento 
de la educación superior pública en Costa 

Rica. La segunda corresponde a una sín-
tesis de los hallazgos de una revisión de 
experiencias internacionales en la estruc-
tura del financiamiento según fuentes y 
en el diseño del modelo tarifario. En la 
tercera, se analiza el modelo tarifario del 
TEC y se discuten factores críticos para 
introducir nuevos criterios de progresi-
vidad en el cobro por matrícula.

Tendencias en el 
financiamiento de la 
educación superior pública 
en Costa Rica

El Informe de Seguimiento de la 
Educación en el Mundo 2017-2018, 
publicado por la Unesco en el marco 
del cuarto Objetivo de Desarrollo 
Sostenible de las Nacionales Unidas 
(ODS4), plantea para el sistema educa-
tivo, en todos sus niveles, la aspiración 
de garantizar una educación inclusiva, 
equitativa, de calidad, y que promueva 
oportunidades de aprendizaje perma-
nente para todos. 

Por su parte la OCDE, en su reciente 
evaluación de la educación superior en 
Costa Rica, considera necesaria una 
reforma integral, que “debería condu-
cir a una administración más sólida 



Evolución del FEES con respecto al PIB nominal. 1988-2019
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Fuente: Área de Desarrollo Institucional, OPES-Conare.
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del sector, a un financiamiento más 
equitativo y estratégico; y a una mayor 
transparencia y aseguramiento de la 
calidad” (OCDE, 2017). Para esa orga-
nización, las universidades continua-
rán desempeñando un rol vital en el 
futuro de Costa Rica, pero la atención 
de un conjunto de desafíos acumula-
dos en materia de gobernanza, finan-
ciamiento y aseguramiento de la cali-
dad de todo el sector—señalados de 
manera reiterada en los Informes sobre 
el Estado de la Educación— se torna 
cada vez más esencial (Delgado, 2019).

Particularmente en el tema del 
financiamiento, la OCDE promueve 
una reforma en el diseño de la tari-
fa de matrícula por carga académica 
y una distribución más justa de los 
aportes del Estado y de los estudian-
tes, incrementando la contribución de 
estos últimos y rediseñando el sistema 
de apoyo para los hogares de muy bajos 
ingresos y otros estratos económicos. 
Esta recomendación se basa en la cons-
tatación del riesgo de insostenibilidad 
financiera de la educación superior 
estatal y en la creciente presión por fre-
nar el ritmo de crecimiento del gasto 
público en general, en un escenario 
fiscal muy delicado.

Evolución del financiamiento 
de la educación superior en 
Costa Rica

Desde 1980, el Fondo Especial para 
el Financiamiento de la Educación 
Superior Pública (FEES) tiene rango 
constitucional (artículo 85). No inclu-
ye a la Universidad Técnica Nacional 
(UTN) debido a lo reciente de su 
adscripción al Consejo de Nacional de 
Rectores (Conare), en 2015. Las uni-
versidades cuentan con otras fuentes 
de recursos públicos, originados en 
leyes que asignan partidas específicas 
para financiar la operación de algu-
nos recintos y atender programas de 
regionalización. Además, los centros 
de educación superior están facultados 
para generar rentas propias por medio 
del cobro de aranceles por matrícula 
y la venta de servicios, así como para 
recibir fondos de cooperación.

La Comisión de Enlace es el órga-
no oficial para la negociación bilateral 
del presupuesto asignado a la educación 
superior universitaria estatal. Se creó 
mediante el decreto ejecutivo 4437-E, 
en 1974, y actualmente está conformada 
por los cinco rectores que integran el 
Conare y por los ministros de Educación, 
Hacienda, Ciencia y Tecnología, y 
Planificación Económica y Social.

La forma de asignación del FEES ha 
variado con el tiempo: de negociaciones 
anuales se pasó a un mecanismo de metas 
quinquenales y, desde 2015, de nuevo 
a los acuerdos anuales. Asimismo, para 
definir su monto se han usado distintos 
métodos de cálculo, con base en pará-
metros como inflación, crecimiento de la 
población total, participación en el creci-
miento económico y porcentajes del PIB.

A partir del Quinto Convenio de 
Financiamiento (2011-2015), se estable-
ció como meta que el FEES represente 
un 1,5% del PIB, en el marco de la asig-
nación de un 8% del PIB al gasto total 
en educación pública. A pesar de una 
dotación creciente de recursos, ese 1,5% 
no se ha alcanzado y entre 20171 y 2019 
más bien tuvo un leve deterioro. En 2019, 

el FEES acordado equivale a un 1,36% 
del PIB y a un 18,92% del gasto públi-
co en educación.

El análisis de largo plazo del FEES 
permite distinguir varias etapas y ten-
dencias. Luego de una fuerte contrac-
ción durante la década de los ochen-
ta y un relativo estancamiento en los 
noventa, entre 2015 y 2017 hubo una 
fase expansiva. Como consecuencia de 
la grave situación fiscal del país en el 
período reciente, se redujo el indica-
dor de prioridad macroeconómica del 
gasto en educación superior (gráfico 
5.32).

Según el artículo 85 de la 
Constitución Política, el Conare, 
como ente coordinador de la educa-
ción superior universitaria estatal, es 
el responsable de distribuir los recur-
sos del FEES. Esta distribución ha 
variado en cada convenio. En 2019 
fue la siguiente: un 1,24% se destinó 
al Conare, un 5,69% al Fondo del 
Sistema —creado en 2004 por acuerdo 
número 32-04 del Conare— y el resto 
del FEES, denominado institucional, 
se repartió considerando el patrimonio 
histórico de cada casa de estudios. Si 



Asignación de los recursos de la Ley 6450 y sus modificaciones. 
2018

Cuadro 5.16

Fuente: OPES-Conare.

Universidad 	 Recinto/Centro/Sede/	 Porcentaje del presupuesto 
estatal	 Programa	 asignado (2018)	
 
UCR	 Recinto Paraíso 	 28,85
	 Programas de regionalización 	 71,15
TEC 	 Centro Académico de Limón	 50,00
	 Programas de regionalización 	 50,00
UNA 	 Programas de regionalización 	 76,92
	 Sede Región Brunca	 11,54
	 Sede Región Chorotega	 11,54
UNED 	 36 centros universitarios distribuidos 
	 por todo el país	 1,00
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se toman en cuenta las cuatro2 univer-
sidades públicas que reciben FEES, la 
distribución en 2018 fue: 57,79% para 
la UCR, 23,40% UNA, 11,30% TEC 
y 7,51% Uned. Esta última universidad 
recibe adicionalmente un 1,50% que se 
asigna del Fondo del Sistema. La trans-
ferencia del presupuesto nacional para 
la UTN equivale a un 6,95% del FEES.

Una fuente adicional al FEES y al 
presupuesto de la UTN proviene de 
recursos con destino específico asigna-
dos por la Ley 6450 y sus reformas. En 
la actualidad, representa 8.375 millones 
de colones para cuatro universidades y 
se utiliza en programas de regionaliza-
ción (cuadro 5.16). 

La composición del presupuesto 
por fuente de ingresos en 2018, según 
datos de la Contraloría General de la 
República, muestra que las universi-
dades estatales tienen una alta depen-
dencia del FEES, el 74% del total del 
financiamiento. En segundo lugar se 
ubican los recursos de vigencias anterio-
res (17%), seguidos por los ingresos no 
tributarios generados por concepto de 
matrícula, venta de servicios y otros (7%) 
y las demás fuentes con 1% o menos.

Para el mismo año, por el lado del 
gasto, el renglón principal son las remu-
neraciones con 58%, seguidas por bie-
nes duraderos con 18%, servicios con 
8%, transferencias corrientes destina-
das a becas con 10% y otras categorías 
con porcentajes menores. 

Durante los últimos años, el Conare 
y la Contraloría han tenido una discre-
pancia por la interpretación del supe-
rávit presupuestario con el que conclu-
ye cada año el ejercicio económico de 
las instituciones del Estado (ver Sexto 
Informe Estado de la Educación). Las 
universidades han señalado que el cam-
bio de criterio de la Contraloría para 
clasificar el superávit específico (ahora 
solo aquel con ley específica que lo 
ampare) ha abultado el superávit libre 
y le “implica a las instituciones dejar de 
atender algunas actividades ordinarias 
ya previstas en sus planes de corto y 
mediano plazo y destinar esos recursos 
a las obligaciones ya contraídas, y para 
las cuales se contaba en un principio 

con el superávit específico o comprome-
tido para atenderlas” (Conare, 2019). 
Entre 2015 y 2018, este cambio significó 
que las universidades pasaran de tener un 
71% de los superávits como específicos a 
un 14%.

Regresan las negociaciones 
anuales a partir de 2015

Los convenios de financiamiento de la 
educación superior resultan de intensos 
procesos bilaterales de negociación entre 
las universidades y el Gobierno. Una 
cronología completa de los convenios 
y acuerdos logrados se puede consultar 
en Delgado (2019). En el período más 
reciente destacan dos hechos relevantes. 

Por un lado, el último convenio sus-
crito cubrió el período 2011-2015 y se 
negoció en el contexto de la reforma 
al artículo 78 de la Constitución, para 
asignar el 8% del PIB a la educación. Ese 
acuerdo estableció que el FEES crecería 
a una tasa anual real garantizada del 
7% en los primeros dos años, y del 4,5% 
en cada uno de los años subsiguientes, 
hasta alcanzar el 1,5% del PIB en 2015. 
Adicionalmente, con el objeto de forta-
lecer la inversión en áreas estratégicas, 
el Gobierno se comprometió a tramitar 
y destinar en su totalidad, a favor de las 
cuatro instituciones que en ese momento 

formaban el Conare, una operación 
de crédito por 200 millones de dóla-
res (préstamo firmado con el Banco 
Mundial), la cual se ejecutó durante el 
quinquenio.

Por otra parte, según el esquema de 
acuerdos quinquenales, se debió nego-
ciar un sexto convenio para el período 
2016-2020. Sin embargo, debido a la 
difícil situación fiscal que atraviesa el 
país, se optó por suscribir adendas al 
Quinto Convenio y no se llegó a firmar 
un nuevo acuerdo. Desde 2015 se rea-
lizan negociaciones anuales, cada vez 
más complejas, en las que se discute el 
presupuesto en el marco de la Comisión 
de Enlace, pero con una presión cada 
vez mayor del Poder Legislativo, el 
cual constituye la última instancia de 
aprobación de los fondos acordados. 
Otro actor relevante es la Contraloría 
General de la República, que considera 
insostenible la pretensión presupuesta-
ria de los centros de educación superior, 
sobre todo por el crecimiento inercial 
del gasto en esas instituciones3 y, como 
ya se mencionó, por una disputa por 
la definición de los componentes del 
superávit de las universidades públicas.

Específicamente, durante los últimos 
cuatro años la Comisión de Enlace 
llegó a los siguientes acuerdos:
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•	 FEES 2015. Constituye la mayor 
asignación presupuestaria aproba-
da (410.488,1 millones de colones), 
tanto como porcentaje del PIB como 
en términos de tasas de crecimiento. 
Se incorporó una Agenda de 
Cooperación y Apoyo Mutuo. 

•	 FEES 2016. Se aprobó un monto de 
440.773.250.928 colones y para la 
UTN un ajuste equivalente al creci-
miento del FEES, de 30.065.794.906 
colones. Esto último responde a un 
incremento de 7,38% del Fondo con 
respecto al 2015. La cantidad acor-
dada para 2016 mantuvo la relación 
del FEES en cuanto al PIB nominal, 
de 1,453%. Se agregó un capítulo 
denominado “Fortalecimiento uni-
versitario”, que cubre áreas como: 
aseguramiento de la calidad, equi-
dad, mayor cobertura, vinculación 
con los sectores productivos y socia-
les, excelencia académica y rendi-
ción de cuentas. También, se acor-
dó fortalecer el mecanismo integral 
de cooperación recíproca entre el 
Estado y las universidades mediante 
la ejecución de proyectos definidos 
en la agenda de cooperación.

•	 FEES 2017. La asignación man-
tuvo el 1,423% del PIB nominal 
(478.3510 millones de colones) y la 
transferencia a la UTN se fijó en 
32.645.440.109 colones, equivalen-
tes al ajuste según el crecimiento del 
Fondo.

•	 FEES 2018. Se asignó un incremen-
to del 3,7% del FEES con respecto al 
2017 y se protegió el poder de compra 
mediante una cláusula especial que 
se aplica cuando la inflación supera 
el 4%, límite superior proyectado en 
el Programa Macroeconómico del 
Banco Central. Se mantuvieron los 
acuerdos sobre el fortalecimiento de la 
gestión universitaria, agenda de coope-
ración, giro oportuno de los recursos y 
obligaciones de causa externa.

•	 FEES 2019. El presupuesto del FEES 
se fijó en 511.154,72 millones de 

colones y el de la UTN en 34.868,93 
millones de colones, montos corres-
pondientes a un ajuste del 3% al presu-
puesto asignado en 2018, con base en 
la inflación estimada para 2019. Si en el 
transcurso del año la inflación, medida 
por el índice de precios al consumi-
dor (IPC), excediera del 4%, límite 
superior proyectado en el Programa 
Macroeconómico del Banco Central, 
la Comisión de Enlace se reunirá para 
valorar los términos del acuerdo. Se 
mantuvo como meta que el monto 
asignado al FEES llegue a representar 
hasta el 1,5% del PIB nominal, para la 
educación superior, considerando a la 
UCR, el TEC, la UNA y la Uned.

El acuerdo de 2019 tuvo una segunda 
adenda para asegurar que los recursos 
originados en destinos específicos asig-
nados por leyes especiales, aunque estas 
hayan sido derogadas (en el contexto 
de la reforma fiscal), se presupuestarán 
anualmente y se girarán en doceavos, por 
parte del Ministerio de Hacienda, en la 
misma oportunidad y en las mismas con-
diciones que el FEES. Además, se estable-
ció que, a partir del presupuesto 2020, los 
recursos obtenidos por rentas propias de 
cada institución se actualizarán cada año, 
según el índice de inflación, mediante 
un procedimiento similar al utilizado 
en la recalificación del FEES. Por últi-
mo, se acordó que las universidades y el 
Conare presupuestarán anticipadamente 
el monto equivalente al porcentaje del 
IVA establecido por ley para la compra 
de bienes y servicios, que realizarán en el 
respectivo ejercicio presupuestario, y será 
girado por el Ministerio de Hacienda en 
la misma oportunidad y en las mismas 
condiciones que el FEES.

Desde 2015, las universidades estatales 
vienen implementando diversas medidas 
para controlar el crecimiento inercial 
del gasto, antes mencionado. Entre ellas 
se pueden citar (Conare, 2019): reajuste 
salarial no superior a la inflación; dismi-
nución de la anualidad de 5,5% a 3,75% 
en la UCR4, y en el TEC de 6% a 4% a 
profesionales y en el rango de 4% a 6% 
a funcionarios de menor categoría; más 
estrictos mecanismos para otorgar incen-

tivos por dedicación exclusiva, jornadas 
extraordinarias y otros incentivos sala-
riales; se restringe la creación de plazas 
administrativas en todas las universi-
dades. 	

El debate del financiamiento 
en el contexto internacional

Las tensiones en torno a la creciente 
asignación de fondos públicos para el 
financiamiento de la educación supe-
rior constituyen un tema de debate 
internacional, que se agudiza en perío-
dos de crisis fiscal en los países. Se 
dificulta abordarlo debido a la gran 
cantidad de posiciones sobre el origen 
de las fuentes de fondeo y la responsa-
bilidad de los aportantes. 

En los extremos, no tan claramente 
identificados en la práctica, están, de 
un lado, los partidarios de la educación 
superior pública soportada en su totali-
dad con recursos de los contribuyentes 
para garantizar a toda la población 
el acceso universal a un bien público, 
sin restricciones ni discriminación. Por 
otra parte, están los que sostienen que 
la educación superior, además de bene-
ficios sociales, genera rendimientos 
individuales de por vida para quienes 
la reciben y, por tanto, es justo que los 
favorecidos directos paguen por ella 
(Arias et al., 2018). 

Creciente variedad y tensiones 
por el financiamiento

La evidencia internacional sugiere 
que, si bien las naciones están muy 
lejos de operar con esquemas puros, 
existe una gran cantidad de enfoques 
y modelos de gestión, desde sistemas 
altamente centralizados, como el 
predominante en la mayor parte de 
Europa y Latinoamérica, hasta concep-
ciones más liberales y de mayor parti-
cipación del mercado, como sucede en 
Inglaterra, Holanda y Chile (Arias et 
al., 2018; Eurydice, 2019). 

Indistintamente del esquema de 
financiamiento que prive, hay dos pre-
ocupaciones generalizadas. Todos los 
sistemas están experimentando dificul-
tades para garantizar, de modo simul-
táneo, cobertura universal, equidad en 
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el acceso y calidad, en contextos donde 
la demanda por educación superior 
crece de manera sostenida y los Estados 
enfrentan cada vez más restricciones 
para garantizar recursos fiscales cre-
cientes. La segunda coincidencia es la 
dificultad que tienen los países para 
modificar las formas más tradiciona-
les de financiamiento de la educación 
superior instaladas desde hace muchas 
décadas.

Obligados por las circunstancias, los 
sistemas de educación superior y las 
propias instituciones se encuentran en 
una profunda revisión de sus modelos 
de financiamiento, principalmente por 
las crisis fiscales. En las últimas dos 
décadas, varios países han implemen-
tado cambios relevantes, moviéndose 
hacia modelos con mayor peso del pago 
diferido y tarifa uniforme, utilizando 
el presupuesto público como pivote 
intertemporal entre el aporte de los 
recursos directos del Estado a las uni-
versidades y la recaudación del repago 
por parte de los estudiantes cuando se 
incorporan al mercado de trabajo.

Aunque los cambios son lentos, se 
observan algunas tendencias: crece la 
participación del sector privado en la 
oferta y la responsabilidad de las fami-
lias en el financiamiento (recuadro 5.2). 
Las opciones de fondeo a la educación 
son múltiples, y la experiencia recien-
te de los países sugiere sistemas con 
fuentes mixtas de recursos y diversas 
estrategias de las instituciones univer-
sitarias para adaptarse a la contracción 
de los presupuestos públicos. Irlanda es 
un caso de éxito en términos de calidad 
y cobertura, donde, ante la restricción 
presupuestaria del 2008, no se reduce 
el acceso a la enseñanza superior y, 
más bien, se incrementa el número de 
estudiantes, mediante una contracción 
importante en el número de profeso-
res por estudiante, sin incrementar los 
aranceles de matrícula. En Inglaterra y 
muchos estados de los Estados Unidos5  
la reacción fue directa a los precios, 
elevando los pagos de matrícula para 
el mantenimiento de los presupuestos 
institucionales.

Países como Noruega, Chile y 
Australia conceden subvenciones guber-
namentales a algunas universidades pri-
vadas. Inglaterra no lo hace, pero quie-
nes estudian en universidades privadas 
pueden recibir préstamos gubernamen-
tales subsidiados. En Estados Unidos, los 
estudiantes que asisten a instituciones de 
educación superior privadas son elegibles 
para obtener préstamos y becas con fon-
dos públicos. La principal dificultad que 
tienen los sistemas de fondeo es decidir 
a cuáles instituciones privadas permitir 
el acceso a la financiación pública, como 
se cuestiona en el caso chileno (Arias et 
al., 2018). 

En muchos de los países de América 
Latina, el fomento a la educación supe-
rior privada ha sido el método utilizado 
para aumentar la provisión con el objeti-
vo de atender la demanda que el sector 
público no pudo recibir. Estas opciones 
están en debate debido a las dificultades 
que conlleva para el Estado otorgar a 
estudiantes importantes cantidades de 
recursos públicos, producto de présta-
mos y subsidios, para que se matriculen 
en universidades privadas con fines de 
lucro y de baja calidad, sin una adecuada 
fiscalización, por parte del Estado, con 
respecto a los resultados. En Europa, por 
la tradición de las universidades como 
entes públicos, el espacio para las enti-
dades privadas con fines de lucro es más 
reducido.

Los aportes del presupuesto público 
dominan en la financiación, sea con 
subsidios directos entregados a las uni-
versidades para su administración (la 
gran mayoría), sea con fondos rotato-
rios de préstamos para estudiantes (en 
diversas modalidades y coberturas), en 
ambos casos aportando solidariamente 
los pagos de los estudiantes de menores 
ingresos que logran ingresar al sistema 
(sistemas de becas), que siguen siendo 
la minoría. No obstante, las diferencias 
surgen en los métodos para asignar los 
recursos entre instituciones, desde trans-
ferencias globales sin mayor rendición de 
cuentas hasta sistemas sofisticados con 
indicadores de desempeño y fondos en 
los que media algún tipo de concurso. 

Con distintos esquemas, las universi-

dades tratan de involucrar a sus estu-
diantes (y a padres de familia) en su 
sostenimiento, mediante el pago de 
tarifas de matrícula y otros cargos, 
como servicios estudiantiles, mem-
bresías a asociaciones de estudiantes, 
seguros, aplicación de pruebas, vali-
dación de títulos, acceso a materiales, 
entregas de carnés, pagos diferenciados 
según programa «grado y posgrado»o 
para estudiantes repitentes (Arias et 
al., 2018; Eurydice, 2019). En términos 
generales, sin embargo, las tarifas de 
matrícula se han ido incrementando 
en gran cantidad de países, en busca de 
mayores umbrales de contribución por 
parte de los estudiantes, y los sistemas 
de crédito subsidiado están siendo revi-
sados y se está procurando el cumpli-
miento del repago. Al final de la línea, 
las mayores diferencias de fondeo entre 
centros universitarios se producen por 
su capacidad de vinculación con los 
sectores productivos y empresariales, 
a través de proyectos de investigación 
y desarrollo o por venta directa de 
servicios. 

En el caso de la educación supe-
rior universitaria estatal costarricense, 
como fue visto, el financiamiento se 
compone de los recursos del FEES, de 
la venta de recursos, y de la inversión 
de las familias de los estudiantes. Esto 
coincide con la tendencia internacional 
citada por Arias et al. (2018), excepto 
que en otros también son relevantes los 
fondos provenientes de las actividades 
de investigación y desarrollo.

Arias et al. (2018) profundizan en 
varios modelos tarifarios, que van 
desde la matrícula gratuita, pasando 
por la tarifa de matrícula por adelan-
tado, la de matrícula diferida, la tarifa 
de matrícula variable, la de matrícula 
de doble vía. Cuando los estudiantes 
deben pagar total o parcialmente el 
costo de su formación, en las institucio-
nes públicas existe un tope del máximo 
que se puede transferir al aporte fami-
liar, por lo general entre 20 y 25% 
del costo real de formación. Aunque 
mayoritariamente se aplican tarifas 
uniformes a quienes no están exen-
tos, también hay tarifas progresivas7. 
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La educación superior en América Latina 
surgió como un sistema de fuerte presen-
cia pública, muchas veces monopólica, 
de acceso limitado y muy concentrado en 
sectores de ingresos altos y medio altos, 
así como con una participación marginal 
de instituciones privadas de élite.  Aunque 
en su génesis no siempre fue de acceso 
gratuito, el modelo de financiamiento ten-
dió hacia la gratuidad (lo cual fue posible 
por su baja cobertura) y, con ello, logró la 
primera etapa de expansión en el acceso.
Con el tiempo, sin embargo, la dinámica 
de crecimiento de la demanda sobre-
pasó las capacidades financieras de los 
Estados para atenderla. La tendencia a 
masificar la cobertura (entre las décadas 
de los setenta y noventa) y el incremento 
de los costos para el erario fue creando 
una constante tensión entre universidades 
y Gobiernos por el financiamiento; asimis-
mo, el crecimiento expansivo de institu-
ciones privadas durante la década de los 
noventa generó conflictos por la calidad, 
fuertemente diferenciada en sistemas 
muy segmentados. 

Las dificultades en el financiamiento 
condujeron a los países a implementar 
diversas políticas, desde la introducción 
de aranceles por matrícula en las univer-
sidades públicas (por ejemplo, en Chile, 
Colombia, México, Costa Rica, Paraguay 
y Ecuador) hasta el establecimiento de 
limitaciones a la demanda con sistemas 
de selección de acceso por exámenes 
de admisión u otra forma de racionar los 
cupos (por ejemplo en Brasil, Costa Rica, 
Nicaragua, Cuba y Paraguay). Varios paí-
ses optaron por la masificación sin selec-
tividad en el sector público (Argentina, 
Uruguay, Bolivia, Guatemala y República 

Recuadro 5.2

Tendencias y tensiones en el financiamiento de las universidades en América Latina

Dominicana), lo cual condujo a consolidar 
macrouniversidades públicas en convivencia 
con instituciones privadas de mayor orienta-
ción a la calidad y más enfocadas en familias 
de mejores ingresos. Algunos países también 
se inclinaron por la diferenciación dentro 
del sector de universidades públicas, con 
estrategias de regionalización y transferen-
cias de algunas responsabilidades fiscales 
a Gobiernos departamentales o locales 
(Argentina, Brasil, México, Perú, por ejemplo).

En el presente siglo, el crecimiento de la 
demanda continuó en todos los países. Cada 
vez más los sistemas reciben estudiantes de 
primera generación que requieren mayores 
apoyos, no solo financieros, sino también 
para su éxito académico. Así, las tensiones 
para el financiamiento de la educación supe-
rior siguen siendo un tema de debate públi-
co, especialmente en economías de lento 
crecimiento y alto déficit fiscal. Conforme 
crecían el sector de instituciones privadas y la 
diferenciación de los productos que ofrecían, 
se fue estrechando el margen para trasladar 
los incrementos de costos a tasas por matrí-
cula; por ello, se introdujeron cambios en el 
modelo de expansión, como la educación a 
distancia y la flexibilización de horarios para 
atender a estudiantes que trabajan. 

Dos tendencias adicionales se observaron 
desde finales de los noventa, pero con más 
fuerza en la primera década del 2000: en 
primer lugar, cambios normativos que posibi-
litaron crear universidades con fines de lucro 
y gestionadas mediante sociedades anónimas 
(por ejemplo en México, Brasil, Perú, Bolivia, 
Costa Rica, Honduras, Panamá y Paragua); 
en segundo lugar y facilitado por lo anterior, 
la llegada de inversiones procedentes de 
sectores externos a la educación, nacionales 

e internacionales, incluso recursos pro-
venientes de las bolsas de valores, con lo 
cual ingresó un nuevo actor en el sistema 
educativo: los grupos empresariales tran-
saccionales.

Ya avanzada la primera década del 2000, 
una nueva corriente de recursos para 
las universidades públicas condujo, en 
muchos países, a crear nuevas institucio-
nes: 17 en Argentina, 60 en Brasil, 15 en 
Chile, 4 en Ecuador, 1 en Costa Rica, 140 
en México y 21 en Perú, por ejemplo. En 
este proceso, se fortaleció el principio 
de gratuidad de la educación superior, 
y creció el interés por regular externa-
mente la calidad, tanto por mecanismos 
de acreditación (en particular para el 
sector privado) como por nuevas reglas 
para asignar fondos públicos ligados a 
indicadores específicos, por ejemplo para 
garantizar incrementos de la inversión en 
investigación, o para favorecer el acceso 
de poblaciones especiales. 

Al 2019, el financiamiento de la educa-
ción superior en América Latina se carac-
teriza por la persistencia del presupuesto 
público como principal fuente de finan-
ciamiento, que ha ido expandiendo el 
subsidio a sus estudiantes mediante sis-
temas de becas; una mayor participación 
del gasto de las familias en pago de aran-
celes de matrícula; limitadas alternativas 
de financiamiento diferido (préstamos de 
repago con ingresos laborales futuros) y 
costos crecientes, entre otros, impulsa-
dos por mayores exigencias en mecanis-
mos de aseguramiento de calidad.              

Fuente: Elaboración propia con base en 
Rama, 2018.
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El caso de Noruega representa un sistema 
exitoso totalmente financiado con fondos 
públicos, donde no se cobra la educación 
superior. Por el contrario, en Chile el 
proceso de liberalización condujo a la pri-
vatización y ahora hay grandes cuestiona-
mientos en torno al nivel de endeudamien-
to y el acceso de los más pobres; es uno 
de los países de la OCDE de menor parti-
cipación pública en el financiamiento de la 
educación superior6. Inglaterra y Australia 
tienen sistemas de financiamiento bien 
desarrollados, que combinan tarifas y 
préstamos sobre ingresos contingentes 
con subvenciones del Gobierno. 

El debate acerca del financiamiento 
de la educación superior sigue abierto. 
Inglaterra ha implementado tres regíme-
nes desde 1998, en todos cobrando tari-
fas (tarifa por adelantado con rembolso 
estatal para los menos favorecidos; tarifa 
por adelantado y préstamo garantizado 
con ingresos postgraduación y subvención 
del Gobierno pagada a las universidades; 
otro idéntico al anterior, pero eliminando 
la subvención, solo de manera residual 
para algunas materias costosas). Australia 
e Inglaterra garantizan financiamiento a 
todos los estudiantes, lo cual no sucede 
en el caso chileno, aunque algunos estu-
diantes pueden acceder a subvenciones 
previa comprobación de ingresos, o a 
préstamos garantizados por el Estado con 
interés subsidiado. En Irlanda únicamente 
opera un cargo por registro.  

Recuadro 5.3

Variado menú de experiencias en el financiamiento vía tarifas 
entre países

En Australia, las universidades pueden 
establecer sus propias tarifas, a diferencia 
de Inglaterra e Irlanda, donde se aplica la 
política de “actividades similares se finan-
cian con montos similares”, independien-
temente de la institución. Es importante 
señalar que en ninguno de estos sistemas 
la calidad es criterio de financiamiento 
diferencial. Las variables para distribuir los 
fondos gubernamentales son muy simila-
res: número equivalente de estudiantes 
a tiempo completo; ponderaciones para 
distintas materias académicas; porcen-
tajes de estudiantes menos favorecidos y 
costos adicionales para procurar su éxito; 
otras ponderaciones de tipo geográfico. 
También, se permiten cargos por concepto 
de investigación dentro del financiamiento 
básico, directamente vinculados con la 
función docente. 

Las grandes diferencias entre instituciones 
se producen como consecuencia de los 
fondos asignados a la investigación, cuyo 
fondeo proviene de contratos con fuentes 
privadas. Las instituciones de enseñanza 
superior son muy activas en recaudar 
fondos más allá de lo que reciben en 
subsidios y tarifas, que no intervienen en 
el cómputo del derecho a la subvención 
estatal (contratos de investigación y acti-
vidad empresarial, repago de exalumnos, 
donaciones).

Fuente: Arias et al., 2018.
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Los países de la Unión Europea pre-
sentan diferencias en la proporción 
del gasto público que se invierte en 
educación superior. Con información 
de Eurydice (2015), se construyó un 
indicador que ubica la media regional en 
26,6% del presupuesto total del sector 
educativo.  Mata y Trejos (2018) estima-
ron para Costa Rica un 24% del gasto 
público en educación en 2017.

Los países también tienen esquemas 
diferenciados en cuanto al monto de las 
aportaciones que pagan los estudiantes 
y sus familias, así como en los niveles de 
apoyo económico ofrecido a los univer-
sitarios. La relación entre mecanismos 
de ayuda (becas o préstamos) y tasas 
(académicas y administrativas) exigidas 
por las instituciones educativas arroja 
importantes pistas acerca de las polí-
ticas implícitas entre países. El gráfico 
5.33 muestra la relación entre ambas 
variables, para los estudiantes de pri-
mer ciclo de la educación superior que 
estudian a tiempo completo. Con estas 
dos dimensiones, es posible identificar 
cuatro enfoques de política en materia 
de educación superior en los países de 
la Unión Europea (Orr, 2015). 

El cuadrante A combina bajo porcentaje 
de estudiantes que pagan tasas y alta 
proporción de beneficiarios de becas, 
lo cual es reflejo de una significativa 
inversión pública que se traduce en 
seguridad económica para los estudian-
tes (Dinamarca, Suecia, Finlandia, Malta 
y Escocia). El cuadrante B presenta 
bajo porcentaje de alumnos que pagan 
tasas y bajo porcentaje de becarios. Los 
estudiantes que pagan tasas lo hacen, 
principalmente, como consecuencia 
de matrícula parcial o bajo rendimien-
to académico. Con este enfoque, una 
importante parte de la carga del pago 
por la educación superior recae sobre 
los propios estudiantes o sus familias 
(República Checa, Alemania, Estonia, 
Chipre, Polonia, Eslovenia, Eslovaquia, 
Letonia, Lituania, Hungría, Rumanía). 

Recuadro 5.4

Políticas diferenciadas en las aportaciones del estudiante

El cuadrante C combina alto porcentaje de 
estudiantes que pagan tasas y bajo por-
centaje de beneficiarios de becas, lo cual 
impone cargas económicas considerables a 
los estudiantes y sus familias, además de pre-
ocupación por el tema de la exclusión edu-
cativa. No obstante, en países como Bélgica 
(francófona), Francia, España, Irlanda e Italia 
existen exenciones de pago y posibilidad de 
beca para los menos favorecidos. Reino Unido 
es el extremo de este enfoque, donde todas 
las ayudas se ofrecen por la vía de préstamos 
educativos. 

Finalmente, el cuadrante D ubica los sistemas 
de altos porcentajes, tanto de pago de tasas 
por parte de los estudiantes como de elevada 
proporción de beneficiarios de becas. Este es 
el caso de Luxemburgo, donde la mayor parte 
de los estudiantes pagan elevadas tasas 
que son compensadas con una beca básica 
y ayudas adicionales en función de criterios 
socioeconómicos. La existencia de ayudas no 
impide elevados niveles de endeudamiento 
estudiantil. 

Es relevante señalar que, en los sistemas 
situados en los cuadrantes A y D, una propor-
ción importante de los estudiantes suscriben 
préstamos, pese a la existencia de becas y 
ayudas; lo contrario ocurre en los sistemas 
ubicados en los cuadrantes B y C, donde 
también se adicionan beneficios fiscales y 
familiares.
En la mayoría de los países europeos, el pago 
de tasas (académicas y administrativas) está 
vinculado a la intensidad de los estudios 
(créditos) y al rendimiento, también a la 
existencia o no de subvenciones por parte 
del Estado. En una gran cantidad de países, 
los estudiantes de tiempo parcial pagan más 
caro; en otros, solo es posible matricular a 
tiempo completo (Bélgica, Francia, Islandia, 
Montenegro, Serbia y Turquía). En Turquía, 
quienes matriculan programas por la tarde 
pagan tasas de manera diferenciada, en con-
traposición a quienes matriculan programas 
diurnos, que están exentos.

Las becas son la forma más generalizada de 
ayuda económica pública en los países de 

la Unión Europea. Los fondos se entre-
gan directamente a los estudiantes sin 
obligación de devolverlos. Sin embargo, 
existen grandes diferencias en los pro-
gramas y en los criterios para su acceso. 
Islandia era el único país que no ofrecía 
becas (modificación reciente); Holanda 
abandonó el esquema de beca universal 
y ahora lo hace en función de necesidad 
económica; Inglaterra eliminó la beca 
de manutención y la sustituyó por un 
mecanismo de préstamo; los países 
que discriminan cupos financiados por 
el Estado y autofinanciados excluyen 
de beca a este último grupo; los países 
nórdicos, Luxemburgo y Malta tienen un 
sistema universal de becas independien-
te de la condición socioeconómica del 
estudiante, aunque la cuantía se basa en 
un umbral de ingreso. 

Los sistemas de becas son sensibles a 
criterios socioeconómicos y al apoyo de 
estudiantes menos favorecidos. A pesar 
de esto, la elegibilidad radica fundamen-
talmente en la renta familiar, necesidad 
de alojamiento, situación laboral y/o 
nivel educativo de los padres (Hungría), 
orfandad y necesidades especiales e 
hijos dependientes (Bulgaria y Rumanía). 
La combinación de criterios económicos 
y académicos es otra forma de asignar 
becas (Bulgaria, Grecia, Irlanda, Francia, 
Italia, Chipre y Austria). Asimismo, exis-
ten sanciones que atacan el bajo rendi-
miento. En algunos países se favorece a 
los estudiantes de ciencias, ingenierías, 
artes y también a formadores, todos de 
alto rendimiento.
	
En resumen, se observan notorios con-
trastes entre países, desde sistemas casi 
universales (Dinamarca, Suecia, Finlandia 
y Escocia), donde la mayoría de los 
estudiantes reciben becas, hasta casos 
donde la posibilidad de beca no está 
altamente difundida (Bulgaria, República 
Checa, Croacia, Italia, Chipre, Lituania, 
Rumanía y Suiza).
             
Fuente: Arias et al., 2018.
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La mayoría de los países aplica por 
adelantado el cobro de los costos de 
matrícula (como el caso de la Uned en 
Costa Rica), pero es frecuente el uso 
de tarifas diferidas en países anglo-
parlantes (pagos en uno o varios trac-
tos durante el período lectivo, como 
las cuatro universidades públicas de 
modalidad presencial en Costa Rica, 
o incluso en el mediano plazo, cuando 
media un préstamo para la educación). 

Ideas para repensar las 
estrategias de financiamiento 
en Costa Rica

Esta revisión sugiere trabajar cua-
tro elementos en forma conjunta si 
se desea revisar el diseño del mode-
lo tarifario en la educación superior 
estatal en Costa Rica. El énfasis en 
considerar estos cuatro elementos se 
desprende de que cada uno de ellos, 
por separado, tiene beneficios y debi-
lidades. 

El primer elemento se refiere a las 
tarifas variables diferidas (adminis-

tradas por las propias universidades) y 
se plantea como un complemento del 
financiamiento público. El financiamien-
to con tarifas diferidas tiene la ventaja de 
brindar a las universidades recursos adi-
cionales para mejorar calidad y capacidad 
competitiva en un mercado que, por su 
naturaleza, es altamente regulado.

El modelo de tarifas con financiamien-
to debe ser neutro en relación con las 
decisiones de ingreso de los estudiantes, 
es decir, no discriminar la oportunidad 
de educación superior según el ingreso 
familiar. Si un sistema de este tipo fun-
ciona, el estudiante no debe preocupar-
se por el repago del préstamo mientras 
estudia.

El segundo elemento es el de los prés-
tamos condicionados a ingresos diferi-
dos (préstamos administrados por una 
institución financiera competente). El 
préstamo se repaga después de la titula-
ción, de acuerdo con el nivel de ingre-
sos futuros del profesional, graduado y 
con empleo. Por diseño, la cuantía de 
los préstamos debe ser, en magnitud,  

suficiente para cubrir las tarifas cobra-
das por las universidades, y dejar un 
componente realista para costo de 
manutención y transporte. En este sen-
tido, Costa Rica tiene una larga expe-
riencia con Conape. Por la carga fiscal 
que representa el financiamiento a la 
educación superior, la tasa de interés 
debería ser equivalente al costo finan-
ciero que implican para el Gobierno los 
recursos destinados a préstamos estu-
diantiles. Las experiencias internacio-
nales con tasas subsidiadas y esquemas 
de condonación han resultado contra-
producentes (Arias et al., 2018). El ter-
cer elemento es un fondo de ayudas para 
estudiantes menos favorecidos, pues, 
según sugiere la experiencia internacio-
nal, por muy robusto que sea el sistema 
de préstamos para la educación, por sí 
solo no resuelve los problemas de acce-
so y exclusión de los estudiantes más 
pobres. Se trata, entonces, de incluir 
aspectos de progresividad y solidaridad 
en los modelos de determinación de 
los costos con el aporte diferenciado 
proveniente de la matrícula que pagan 
los estudiantes de hogares con distintos 
niveles de ingresos. 

Por último, el diseño del sistema de 
financiamiento a la educación supe-
rior debe reservar recursos de los con-
tribuyentes para financiar un conjun-
to de medidas activas necesarias para 
fomentar el acceso de los jóvenes a la 
educación superior. La exclusión tiene 
dos aristas: una de naturaleza econó-
mica, que se atenúa tradicionalmente 
mediante un sólido sistema de ayudas y 
becas; y otra más compleja, relacionada 
con pobreza informativa, para lo cual 
es preciso dar atención especial a gru-
pos más vulnerables (estudiantes pro-
venientes de zonas alejadas, población 
indígena, personas con discapacidad, 
etc.); o con estimular el acceso de las 
mujeres a carreras STEM. Al final, el 
objetivo tiene que ver con el incremento 
de las aspiraciones de la población estu-
diantil. La barrera de acceso más difícil 
de superar corresponde al contingente 
de jóvenes que ni siquiera tienen en 
mente la educación técnica o superior. 
Si los jóvenes no están bien informados 
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acerca de los costos y beneficios de una 
mayor educación, difícilmente se ani-
marán a solicitar préstamos, aunque 
estos resulten adecuados y abundantes. 

	
Una mirada crítica al modelo 
tarifario: el caso del TEC

Como se ha comentado en el capí-
tulo sobre educación superior, desde el 
punto de vista de acceso a la educación 
superior en Costa Rica es claro que los 
estudiantes de mayores ingresos relati-
vos tienen mayores probabilidades de 
acceder a las universidades públicas, 
una situación inequitativa coincidente 
con la evidencia internacional. 

La necesidad de fortalecer los ingre-
sos por tarifas como complemento al 
FEES y una preocupación por intro-
ducir en el modelo tarifario criterios de 
equidad (compensación por situaciones 
socioeconómicas diferenciadas en los 
hogares de los estudiantes) motivaron 
una serie de investigaciones realizadas 
en colaboración con el TEC (Arias et 
al., 2018; García et al., 2018 y Román 
y Segura, 2018; pueden consultarse en 
www.estadonacion.or.cr). En este apar-
tado, se analiza la estratificación socioe-
conómica de los estudiantes del TEC y 
se discuten opciones para rediseñar el 
cobro por créditos matriculados. 

	
Puntos de partida para el 
análisis

Clara diferenciación de 
estratos de ingreso entre los 
estudiantes universitarios

A partir de los resultados de la 
Encuesta Nacional de Ingresos y 
Gastos de los Hogares, el estudio de 
Trejos (2016) profundiza en los gastos 
que realizan los hogares costarricen-
ses para la educación de sus miem-
bros. Contabiliza tanto pagos direc-
tos por la prestación de los servicios 
educativos como otros gastos de los 
estudiantes para la asistencia al cen-
tro educativo (gasto directo al centro 
educativo, gasto asociado (uniforme 
y útiles), gasto indirecto (transporte, 
comedor, tutorías) y gastos generales 
(computador, internet). 

Desde la perspectiva de acceso a la 
educación superior, es clara la inequidad 
en las oportunidades según estrato de 
ingreso promedio del hogar, como se 
explica con detalle en el capítulo 5 de 
este Informe. Desde el punto de vista 
del gasto de los hogares costarricenses 
en educación, también hay diferencias: 
los estratos de mayores ingresos relativos 
están acostumbrados a efectuar erogacio-
nes mensuales muy superiores en compa-
ración con los menos favorecidos.

En montos absolutos, las diferencias 
del gasto por estudiante entre institucio-
nes públicas y privadas son muy marca-
das. En secundaria y para el total nacio-
nal, la relación es de trece veces, lo cual 
denota la diferencia en el peso del gasto 
familiar cuando no hay que asumir cos-
tos de matrícula. En el caso de la educa-
ción superior, la relación es de dos a uno 
en favor de las universidades privadas.

Con respecto a los hogares costarricen-
ses que envían a sus hijos a la secundaria 
privada, el 88,4% de los estudiantes están 
habituados a erogaciones que superan los 
100.000 colones mensuales. Esta cifra 
contrasta, incluso, con el monto máximo 
reportado que pagan los estudiantes del 
quintil de mayores ingresos que asisten a 
la educación pública, de 33.605 colones 
por mes. En la educación superior, el 
78,5% de quienes asisten a centros priva-
dos pagan montos superiores a 100.000 
colones por mes, frente al 35,9% de los 
alumnos de universidades públicas que 
pagan 69.547 colones (Arias et al., 2018, 
con base en Trejos, 2016).

Empleando estadísticas institucionales 
y una encuesta específica con estudiantes 
aplicada en agosto de 2018, se llevaron a 
cabo varios ejercicios para segmentar la 
población del TEC según la condición 
socioeconómica. De la encuesta se deri-
vó un indicador de percepción subjetiva 
de la capacidad de pago del hogar, así 
como características socioeconómicas 
de los hogares de procedencia. Con la 
información institucional, se identifica-
ron variables del nivel de desarrollo social 
del cantón (IDS y porcentaje de hogares 
pobres) y del colegio de procedencia de 
los nuevos ingresos (público-privado). 
El detalle de las fuentes y los métodos  

utilizados puede consultarse en García 
et al. (2018).

La población de reciente ingreso al 
TEC (2017, 2018) tiene mayor presen-
cia de estudiantes del entorno urbano 
y una alta participación con secunda-
ria privada, mayoritariamente prove-
nientes de cantones de medio y alto 
desarrollo social (más del 60%) y baja 
incidencia de la pobreza.

La encuesta aplicada en noviembre 
de 2018 a 540 estudiantes activos de 
la institución, que fueron primeros 
ingresos en 2017 y 2018, estratifica la 
población estudiantil en cinco rangos 
de acuerdo con una variable subjetiva 
de percepción de su capacidad de pago. 
El segmento de mayor limitación eco-
nómica agrupa a los hogares que no les 
alcanza para pagar ningún otro gasto; 
le siguen los hogares que apenas pueden 
cubrir los gastos básicos; y un segmento 
intermedio dividido en dos en función 
de la capacidad para realizar ciertos 
gastos extra, además de cubrir la tota-
lidad de los gastos básicos; finalmente, 
un quinto segmento agrupa a los hoga-
res que logran cubrir todos sus gastos y 
además ahorrar.

Estimaciones más robustas de dife-
rencias en la capacidad de pago requie-
ren de mayor información sobre todos 
los estudiantes de la institución, por 
ejemplo variables que permitan discri-
minar de manera más precisa la capaci-
dad de pago de la familia, de informa-
ción desagregada del tipo de beca que 
recibe cada estudiante y el monto que 
efectivamente paga por matrícula.

A pesar de las limitaciones por la 
naturaleza de la encuesta, la efectuada 
en noviembre de 2018 brinda infor-
mación relevante, tanto para estimar 
el gasto efectivo que realizan los estu-
diantes matriculados del TEC como 
para establecer una segmentación, a 
partir de lo que hemos denominado 
“capacidad de pago del hogar en fun-
ción del ingreso percibido por el estu-
diante”. 

Los estudiantes fueron consultados 
con el propósito de determinar la dis-
posición de sus familias a contribuir de 
modo diferenciado, a través del pago de 



Distribución relativa de las 
personas entrevistadas según 
ingresoa/ subjetivo del hogar. 
Noviembre de 2018 
(porcentajes)

Gráfico 5.34

a/Grupo 1: No les alcanza para sus gastos básicos. 
Grupo 2: apenas les alcanza para atender sus 
gastos básicos. Grupo 3: Les alcanza para cubrir 
gastos básicos. Grupo 4: Les alcanza para cubrir 
gastos básicos y realizar gastos extras. Grupo 5: 
logran cubrir todos sus gastos y además ahorrar.
Fuente: Arias et al., 2019, con base en Trejos, 
2016.
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matrícula, para constituir un fondo que 
permita complementar las ayudas que 
reciben los alumnos de bajos ingresos.

La distribución obtenida de la res-
puesta de 540 cuestionarios muestra un 
grupo vulnerable de hogares (11,9%) 
con importantes dificultades para aten-
der sus gastos básicos y sin capacidad 
de realizar ninguna contribución incre-
mental. Hay un segundo grupo, el cual 
se debe analizar con mayor profundi-
dad para indagar si efectivamente a ese 
35,6% apenas le alcanza para satisfacer 
sus necesidades básicas. Congruente 
con los distintos esfuerzos de segmen-
tación efectuados por esta investiga-
ción, está el otro 50,4% (grupos 3 al 
5) que cuenta con capacidad de pago 
suficiente para satisfacer otro tipo de 
necesidades no básicas y hasta ahorrar 
(gráfico 5.34).

La encuesta arrojó que el 30% de los 
estudiantes tienen ambos padres con 
educación universitaria y el 28% solo a 
uno de ellos. Es decir, 65% se conside-
ran estudiantes de primera generación. 

También mostró que, a mayor nivel de 
ingreso percibido, mayor la presencia 
de hermanos que estudian o estudiaron 
en el sector privado en cualquier nivel 
educativo (41%) y menor la presencia 
de becas durante su paso por el colegio. 

Cada uno de los informantes de la 
encuesta suministró datos desagrega-
dos de los gastos mensuales, adicio-
nales al costo de matrícula semestral. 
La encuesta provee información de los 
costos de alojamiento, comunicación 
(celular e internet), materiales de estu-
dio y hasta combustible. Los niveles de 
gasto mensual oscilan entre 156.863 y 
208.834 colones, cifras muy superio-
res a las expuestas en el estudio sobre 
el gasto de los hogares costarricenses 
en educación, que utiliza datos de la 
Enigh (Trejos, 2016).

En promedio, el estudiante del TEC 
debe disponer de 2,2 millones de colo-
nes anuales para mantenerse como 
activo. Este nivel de gasto únicamen-
te podrían asumirlo sin dificultad los 
estudiantes provenientes de secundaria 

TEC: Gasto mensual requerido para asistir a la universidad

Cuadro 5.17

Fuente: Arias et al., 2019, con base en Trejos, 2016.

                 
	  		  Les alcanza	 Les alcanza
			   para pagar	 para pagar	
	 No les alcanza	 Les alcanza	 gastos básicos 	 gastos básicos	 Les alcanza para	
Gasto mensual  	 para pagar ningún	 para pagar	 y realizar otros 	 básicos y realizar	 pagar todos sus
Encuesta TEC	 gasto	 gastos básicos	 gastos 1 gastos 	 otros gastos 2	 gastos y ahorran	 Total	
	
 
Hospedaje		  92.195	 76.520	 88.000	 118.438	 116.176	 91.155
Celular		  19.440	 14.663	 13.194	 16.286	 15.843	 15.273
Materiales		  22.698	 14.286	 14.769	 14.155	 13.333	 15.181
Gasolina		  25.000	 36.500	 38.000	 42.778	 33.000	 35.089
Matrícula		  16.354	 14.894	 23.883	 29.722	 30.482	 21.856
Suma		  175.687	 156.863	 177.846	 221.379	 208.834	 178.554
Gasto mensual
Estudio gasto en educación	 Quintil 1	 Quintil 2	 Quintil 3	 Quintil 4	 Quintil 5	 Total
Universidad pública		  35.352	 40.641	 48.758	 50.431	 69.547	 54.633
Universidad privada		  75.881	 82.810	 87.937	 104.783	 132.610	 112.247
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privada, por cuanto su costumbre de 
pago es incluso superior. 

Otras segmentaciones realizadas con 
base en el nivel de desarrollo del can-
tón de procedencia de los estudiantes 
también mostraron una clara diferen-
ciación social dentro del cuerpo estu-
diantil (Arias et al., 2018).

Disposición en principio para 
considerar alternativas en el 
modelo de tarifas

En la actualidad, la mayor parte del 
fondeo de la institución se obtiene de 
las transferencias del FEES. De acuer-
do con datos de la Contraloría General 
de la República, el total de ingresos del 
TEC para el 2018, base ejecutado, se 
ubica cercano a los 48.000 millones de 
colones. Es importante destacar que, 
como fuente de fondeo, las transferen-
cias del FEES representan el 92% de los 
ingresos de la institución. A ese monto 
se le deben sumar los ingresos por ser-
vicios educativos, donde se ubican los 
ingresos por matrícula, que pesan un 
4% del total; un 2% por concepto de 
ingresos por venta de bienes y servicios; 
un 1% por ingresos tributarios, corres-
pondientes a los impuestos a la pro-
ducción de cemento; y el 1% de otros 
ingresos, en el cual son dominantes los 
intereses de inversiones financieras y 
préstamos a estudiantes. El aporte de la 
matrícula, si no se concedieran becas, 
subiría al 9%, una mejora marginal 
a costa de un fuerte impacto sobre la 
población estudiantil8. 

Dada esta situación, un análisis del 
origen y uso de los recursos posibilita-
ría identificar maneras para disminuir 
la dependencia con respecto al FEES, 
mediante aportes de ingresos por venta 
de bienes y servicios y contribución 
de los estudiantes a través del pago de 
matrícula. Un aspecto importante aquí 
es que, por su naturaleza, los servicios 
de educación que brindan las univer-
sidades públicas en Costa Rica son 
públicos. Por consiguiente, la tarifa que 
cobren por su prestación debería regir-
se en concordancia con los principios 
regulatorios aplicados al resto de las 

actividades públicas: equilibrio financie-
ro para el prestador y servicios al costo.

Un dato relevante para el análisis fue 
el hallazgo de la investigación realiza-
da con los estudiantes, que combinó la 
encuesta ya citada con una exploración 
cualitativa por medio de grupos focales 
y entrevistas. La consulta mostró que 
la revisión del modelo tarifario para el 
cobro de la carga académica matriculada 
(cobro por matrícula) es pertinente y 
tendría buena acogida en más de la mitad 
de la población (estudiantes, docentes, 
administrativos). La población reconoce 
las bondades del modelo tarifario actual 
(cuota superior para garantizar una baja 
barrera de entrada, apoyo especial para 
la población más pobre y cuota diferen-
ciada para premiar la excelencia, sistema 
complementario beca-préstamo de cobro 
diferido para quienes no reúnan requisi-
tos de beca pero requieren un mecanis-
mo de financiamiento, destino específico 
del recaudo para apoyar el programa 
de becas). A pesar de esto, también está 
interesada en considerar un cambio que 
introduzca mayor progresividad en el 
diseño de la cuota y reduzca las filtra-
ciones en la selección de candidatos para 
recibir los beneficios del sistema de becas 
(becas y exoneraciones recibidas por per-
sonas que tendrían capacidad de pago, 
por ejemplo hijos de funcionarios, parti-
cipantes en organizaciones estudiantiles 
o representaciones artísticas y deportivas 
provenientes de familias de altos ingresos).

Partiendo, pues, de la anuencia en 
principio por parte de estudiantes a otras 
modalidades de pago por matrícula, se 
exploraron los efectos de establecer un 
modelo tarifario alternativo sobre el 
financiamiento de la institución y sobre 
los mismos estudiantes. Para este propó-
sito, resulta fundamental comparar los 
ingresos por matrícula y el costo de las 
becas estudiantiles, que contablemente 
representan una especie de descuento 
al pago de matrícula. Como se dijo, en 
ausencia de becas, la institución estaría 
percibiendo de los estudiantes un 9% del 
total de sus ingresos anuales.

Resultados actuales están lejos 
del objetivo de recaudación 
institucional

La institución implementó reciente-
mente un modelo para determinar el 
costo de formación del estudiante, con 
base en Navas (2015). Cabe destacar 
que el objetivo de política institucional 
es recuperar un 25% de ese costo de 
formación. La experiencia internacio-
nal señala que la mayor parte de las 
instituciones académicas carecen de 
mecanismos de costeo, y las que lo 
tienen utilizan criterios muy disímiles 
para estimar el monto objetivo que se 
requiere recuperar. Esto se señala como 
uno de los obstáculos fundamentales 
para establecer comparabilidad inter-
nacional: incorporar o no los costos de 
infraestructura y de investigación, así 
como los costos indirectos. La salida 
más práctica es prorratear los costos 
corrientes de docencia entre el número 
de estudiantes. El establecimiento del 
divisor también resulta controversial.

 La puesta en operación del mode-
lo para estimar el costo de forma-
ción demanda de una serie de deci-
siones discrecionales por parte de la 
Administración, con el fin de hacer 
viables las estimaciones. Para el caso 
del TEC (Navas, 2015), los cálculos 
consideran únicamente a los estudian-
tes de bachillerato y licenciatura con-
tinuas y con planes semestrales. No 
todos los centros funcionales fueron 
incorporados en el costeo, junto con 
los porcentajes de aporte al costo de 
formación. 

La metodología implementada revela 
las diferencias del costo de formación 
por estudiante entre carreras. A pre-
cios del año 2018, el costo del crédito 
se ubica en el orden de 18.000 colones 
para bachillerato y 24.000 en licencia-
tura. Por su parte, la estimación del 
costo de formación por estudiante se 
sitúa en el orden de 2,66 millones de 
colones anuales, con mínimo y máxi-
mo por carrera entre 1,82 y 5,44 millo-
nes de colones, base anual. El gráfico 
5.35 muestra las diferencias en el costo 
de formación por estudiante entre las 
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Gráfico 5.35

Fuente: Arias et al., 2018.

TEC: indicadores estimados para el cálculo del objetivo 
de política recaudatoria de la tarifa por matrícula		
	

Cuadro 5.18

Fuente: Arias et al., 2018.

Escenario base	 Mes	 Semestre	 Año

Total de estudiantes matriculados 2018	 12.393	 12.393	 12.393
Pago máximo de matrícula	 36.833	 221.000	 442.000
Recaudo máximo de matrícula (millones)	 456,5	 2.738,9	 5.477,7
Costos de formación por estudiante al 2018	 221.321	 1.327.926	 2.655.852
Costo total de formación (millones)	 2.743	 16.457	 32.914
Objetivo de política de recaudación	 25%	 25%	 25%
Recaudo de política (millones)	 686	 4.114	 8.228
Recaudo potencial / Recaudo política	 66,6%	 66,6%	 66,6%
Recaudo actual 2018 (millones)	 173	 1.039	 2.078
Pago promedio de matrícula	 13.970	 83.820	 167.641
Recaudo actual / Recaudo política	 25,2%	 25,2%	 25,2%
Gasto total 2018 (ejecutado) (millones)	 4.138	 24.827	 49.654
Recaudo actual / Gasto total	 4,2%	 4,2%	 4,2%
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distintas carreras. No contempla todas 
las unidades académicas, porque la fun-
ción de algunas es dar cursos de servi-
cio a las demás escuelas que sí tienen un 
título como perfil de salida.

Escenario base a partir de un 
análisis de brechas

¿Cuánto podría recaudar la institu-
ción por arancel de matrícula si todos 
los alumnos pagaran matrícula com-
pleta? La primera dificultad, tal como 
lo evidenció el modelo para determinar 
el costo de formación por estudiante, 
es definir el número efectivo de estu-
diantes sujetos al pago. Para los pro-
pósitos de este análisis, se toma el total 
matriculado en el 2018, a sabiendas de 
que la cifra estaría sobreestimada por 
tres razones principales: no todas las 
personas universitarias llevan los doce 
créditos que se permite cobrar como 
máximo, un porcentaje importante 
está becado total o parcialmente por lo 
que paga con descuento, y no se asume 
ninguna estimación de morosidad.

La cantidad de alumnos es una varia-
ble fundamental dentro de un mode-
lo tarifario. En el último quinquenio, 
la población estudiantil creció a una 
tasa de 4,3% por año, lo cual plantea 
importantes retos institucionales. En 
el año 2018, el total de estudiantes 
matriculados fue alrededor de 12.400 
(cuadro 5.18). Si bien para los efectos 
de programación financiera y presu-
puesto no todos los estudiantes son 
iguales (bachillerato y licenciaturas 
continuas, maestría y doctorado), la 
mayor concentración se ubica en los 
estudiantes de grado. Posteriormente, 
es posible agregar mayor afinamiento 
y desagregación de los datos de matrí-
cula, pero para un análisis de brechas 
es suficiente.

De acuerdo con la política institu-
cional, por semestre se puede cobrar a 
un estudiante como máximo 221.000 
colones (2018); por tanto, el máxi-
mo que podría recibir la institución 
es de 5.478 millones de colones, en el 
supuesto de que todos pagan matrícula 
completa. 
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De conformidad con el modelo de 
costeo institucional, el costo de for-
mación por estudiante, para el 2018, 
asciende a 2,66 millones de colones 
anuales. Con esa base, la estimación 
total de los costos de formación del 
2018, en toda la institución, ascien-
de a 32.914 millones de colones. La 
política tarifaria se planteó como obje-
tivo recaudar por la vía del pago de 
aranceles de matrícula un 25% de los 
costos de formación, que para el año 
2018 serían 8.228 millones de colones. 
Con esos montos, la relación entre el 
recaudo máximo potencial (todos los 
estudiantes pagan matrícula completa) 
y el recaudo de política es de un 66,6%. 
En las actuales circunstancias, resulta 
imposible lograr ese objetivo.

La información contable del año 2018, 
base ejecutado, arroja un recaudo total 
de 2.078 millones de colones, cifra que 
representa apenas un 25,2% del objetivo 
de política planteado. Con estos datos, 
durante el año 2018 los estudiantes del 
TEC pagaron en promedio 83.820 colo-
nes por semestre, cifra muy diferente al 
máximo cobro establecido en la política 
tarifaria de la institución.

Es claro que la magnitud de la brecha 
de recaudo es altamente sensible al 
parámetro que se utilice para realizar 
la medición; no obstante, los diferen-
ciales entre los distintos cocientes son 
muy amplios e indican la existencia 
de importantes brechas, más allá de 
que las estimaciones no sean del todo 
precisas. Según sugieren los datos, en el 
2018 los ingresos por concepto de pago 
de matrícula fueron apenas el 6% del 
costo de formación, lo cual contrasta 
con el objetivo de política establecido. Si 
se miden los ingresos de matrícula con 
respecto al gasto total de la institución, 
base ejecutado, la relación es de 4,2%.

Normas que erosionan la base 
de recaudación

La propuesta de escenarios de cobro 
diferenciado en el costo de matrícula 
se inicia con una adecuada compren-
sión de los mecanismos institucionales 
que permiten la poca recuperación del 
recaudo potencial.

Los resultados de la estimación del 
costo de formación ponen de manifiesto 
inequidades en el monto que el cen-
tro educativo cobra a los estudiantes, 
por cuanto las distintas carreras tienen 
costos diferenciados. En la actualidad, 
los estudiantes de carreras caras reci-
ben subsidios cruzados de estudiantes de 
carreras de menor costo relativo. Ahora 
bien, muchas veces los altos costos rela-
tivos obedecen a una baja matrícula, 
y la experiencia internacional evidencia 
que la decisión de ajustar la tarifa según 
el costo real de formación por carrera 
no es fácil y conlleva riesgos, como, por 
ejemplo, dar un incentivo a concentrar 
la matrícula en las carreras más baratas. 
Sin embargo, esta alternativa requiere 
mayor análisis, en especial cuando el 
sector privado brinda ofertas educativas 
en carreras semejantes y con altos costos 
para los estudiantes.

La política de establecer un tope máxi-
mo en el número de créditos cobrados a 
los estudiantes, independiente del núme-
ro de créditos matriculados, impone 
subsidios cruzados en favor de quienes 
matriculan por encima de doce créditos 
por semestre. Esta medida, que puede ser 
interpretada como un incentivo a tener 
estudiantes de tiempo completo, podría 
tener como consecuencia un sacrificio de 
la base fiscal sin impactos en resultados, 
cuando la población que matrícula más 
de doce créditos solo aprueba doce o 
menos por semestre. Sin ningún tipo de 
penalidad por bajo rendimiento, la medi-
da puede más bien inducir un sobrecon-
sumo de materias matriculadas9.

En párrafos anteriores se indicó, desde 
la perspectiva contable, que las becas 
equivalen a descuentos en los ingresos 
de la institución. Por ello, es importante 
realizar una mirada más minuciosa a 
su sistema de becas, el cual contempla 
varias categorías, y revisar su pertinencia. 
La primera categoría sujeta a revisión 
es el otorgamiento de becas a hijos de 
funcionarios únicamente por el hecho 
de trabajar para la institución. Los suel-
dos de los docentes y funcionarios debe-
rían ser incentivo suficiente para atraer 
y retención al talento humano. Aparte 
de sacrificar recursos institucionales en 

detrimento de potenciales estudiantes 
de bajos recursos que realmente necesi-
tan este tipo de ayudas, ese mecanismo 
introduce inequidades entre funciona-
rios, docentes y administrativos.

La misma revisión es necesaria en 
el caso de las becas por participar en 
actividades artísticas y culturales. La 
institución debe procurar el otorga-
miento de la mayor cantidad de becas a 
estudiantes de bajos ingresos, de mane-
ra oportuna y en cuantía suficiente. 

Estimación del potencial de 
recaudación por ajuste en tarifa 
de matrícula

El objetivo del 25% del costo de 
formación resulta prácticamente inal-
canzable en el corto y mediano plazo, 
pues, como se mencionó, la brecha 
entre la situación actual y la desea-
da es demasiado elevada, incluso si se 
eliminara todo tipo de subvención a 
los estudiantes. Aun en este supuesto 
radical, se llega a un 12,5% del costo de 
formación, apenas 50,5% del objetivo 
enunciado. Por otra parte, la situa-
ción actual tampoco es sostenible: la 
relación entre la recaudación real y el 
gasto total es apenas de un 4,2%, y el 
pago promedio semestral del estudian-
te es de 83.820 colones (gráfico 5.36), 
muy por debajo del máximo potencial 
actual, que es de 221.000 colones.

Si la decisión de política fuera lograr 
un fondo de 1.000 millones, habría 
que aumentar los ingresos por matrí-
cula en un 50%, con lo cual se reduce 
a la mitad la brecha con el objetivo de 
política, y el pago semestral de matrí-
cula pasa a 125.730 colones. Habría 
que duplicar los costos de matrícula 
para cerrar la brecha con el objetivo 
de política, con un pago semestral por 
estudiante de 167.641 colones por con-
cepto de matrícula.

Si los datos de la encuesta de noviem-
bre de 2018 son correctos y el costo 
promedio mensual de un estudiante 
del TEC es de 178.554 colones, un 
incremento del 50% en el costo de 
matrícula sería suficiente para finan-
ciar 485 becas completas para una ter-
cera parte del grupo 1, el segmento 
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TEC: Diseño de la tarifa por matrícula

Figura 5.8
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más vulnerable en términos de capaci-
dad de pago. Naturalmente, el fondo 
se puede distribuir de maneras muy 
diversas, mediante el otorgamiento de 
becas complementarias o, incluso, para 
fortalecer el programa de préstamos a 
estudiantes, así como para atender los 
gastos inherentes a una iniciativa que 
pretenda trabajar con estudiantes en 
edades tempranas del ciclo educativo 
a fin de romper la inequidad por falta 
de información, especialmente impor-
tante en los segmentos de menores 
ingresos relativos.

Reflexiones finales: el 
modelo tarifario en el TEC y 
criterios para su revisión

La reflexión sobre alternativas para 
modificar el modelo de tarifa por 
cobro de matrícula del TEC parte del 
interés de dar progresividad al diseño, 
es decir, asociar el aporte a la capacidad 
de pago, y por otro lado, aumentar la 
recaudación de otros ingresos, en un 
marco de posibles débiles crecimientos 
en la asignación global del FEES en los 
próximos años. 

La institución tiene hoy un modelo 
tarifario no simétrico, con reglas de 
cobro diferenciadas hacia arriba y hacia 
abajo de la base. Define una tarifa uni-
forme de cobro por crédito, para todos 
los estudiantes que no tengan exone-
ración total del pago de matrícula. 
Por otro lado, para quienes disfrutan 
de exoneración, la tarifa es “quebra-
da”, es decir, el porcentaje exonerado 
varía según el nivel socioeconómico de 
la familia. Adicionalmente, posee un 
subsidio aumentado, el cual se generó 
por la decisión de cobrar hasta el máxi-
mo de los doce créditos matriculados.

En la valoración cualitativa con dis-
tintos grupos de población universita-
ria (docentes, estudiantes y adminis-
trativos del TEC) sobre las bondades y 
problemas del modelo tarifario actual, 
los diferentes grupos consideraron 
pertinente una revisión del sistema y 
que un cambio para introducir mayor 
progresividad tendría buena acogida. 

Totalmente exento

• Tarifa 0 con posibilidad de ayuda complementaria

Parcialmente exento

• Descuento en la tarifa en diferentes rangos
• Más del 50% de la matrícula tiene alguna exoneración adicional al subsidio 
   estatal general
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También, reconocieron que el sistema 
de becas es un programa muy relevan-
te, aunque perciben la existencia de fil-
traciones de diversa naturaleza: becas 
y exoneraciones recibidas por personas 
que tendrían capacidad de pago, por 
ejemplo hijos de funcionarios.

La exploración de disponibilidad y 
capacidad de pago de los estudiantes 
(García et al., 2018) mostró que la 
población estudiantil sí puede dife-
renciarse por su capacidad de aportar 
a la financiación de la universidad, 
que existen al menos dos segmentos 
de la población –que representan el 
30% de la matrícula– y que sí tendrían 
potencial de soportar una tarifa supe-
rior. El número posiblemente crezca si 
se puede contar con información más 
detallada del grupo 3, que reúne otro 
20% de estudiantes. 

Se considera posible la implementa-
ción de un cambio en el modelo tari-
fario, pues el 83% de los estudiantes se 
declaró dispuesto a participar, siempre 
y cuando esté claro el destino de los 
recursos y el monto extra cobrado sea 
razonable.

Al consultar sobre el monto más 
probable que pudieran aportar como 
incremento en el costo de la matrícula, 
los estudiantes se ubicaron en 15.000 
colones extra por semestre; para los 
dos segmentos de mayor capacidad 
económica, el pago adicional puede 
ascender hasta los 40.000 colones. 
Esto representa hoy entre un 7% y un 
18% adicional al costo de matrícula 
sin exoneración por semestre (221.000 
colones). Es preciso mencionar que 
esta estimación no es relevante como 
monto absoluto, por cuanto quien 
contestó fue el estudiante y no la per-
sona responsable de su financiamiento 
(padre o madre de familia). Se ofrece 
solo como potencial mínimo de creci-
miento recaudatorio adicional.

A pesar de las debilidades de la esti-
mación, la cual se considera conserva-
dora, el monto adicional recaudado 
podría financiar la exoneración total 
de matrícula a una cifra que oscila 
entre 841 y 2.243 estudiantes adicio-
nales (entre un 11 y un 30% más de 

los becados en 2018), suponiendo que 
el total de los matriculados hicieran el 
aporte adicional. Una estimación más 
precisa, además de consultar al financia-
dor de cada estudiante, debe corregirse 
para tomar en cuenta solo a quienes 
no tienen exoneración en el cobro de 
matrícula.

La factibilidad de aplicar un cambio 
debe estimarse en relación con el costo 
administrativo incremental de crear el 
nuevo modelo y gestionar una tarifa 
diferenciada. El cambio desde el punto 
de vista de impacto en recaudación solo 
sería viable si la recaudación marginal 
del nuevo modelo es mayor que el costo 
marginal de administración. Este ejerci-
cio excede los alcances de esta investiga-
ción, por lo cual solamente se señala la 
necesidad de estimar el costo-beneficio 
del cambio.

En caso de que migrar a un nuevo 
modelo fuera rentable, con el fin de 
aportar en la discusión del proceso que 
sería necesario diseñar para realizar una 
mejora en el modelo tarifario, se sugiere 
contemplar cuatro elementos fundamen-
tales: crear una estrategia de difusión 
que apoye la legitimidad de la medida y 
definir la marca de la campaña, estable-
cer una meta recaudatoria y analizar si es 
deseable hacer el cambio con una nueva 
tarifa uniforme hacia arriba, pero más 
cara, o bien, combinar con una progresi-
vidad completa del modelo. También, se 
recomienda estimular el pago voluntario 
(como aporte adicional o como cuota 
extra solidaria) y definir indicadores para 
monitorear los resultados.

A partir de estas consideraciones, la 
reflexión sobre un nuevo modelo tarifa-
rio debe incluir al menos tres componen-
tes: un objetivo de política recaudatoria, 
el análisis de la conveniencia de una 
tarifa diferenciada, y la evaluación de la 
capacidad y disponibilidad de pago de 
los estudiantes (sus familias).

Para el caso del TEC, el objetivo recau-
datorio se puede definir como un monto 
nominal por recaudar o un porcentaje 
del costo de formación por recuperar, 
o bien, una combinación de ambos. La 
medida debe estimar un plazo especí-
fico en el que se debe alcanzar la meta, 

además de la forma de implementar 
anualmente la estrategia recaudato-
ria. Como la brecha entre el potencial 
recaudatorio y la recaudación actual 
es muy alta, se recomienda una meta 
relativamente conservadora de media-
no plazo, como por ejemplo llevar la 
recaudación efectiva a representar el 
12,5% del costo de formación. 

La alternativa de convertir la tarifa 
en diferenciada para todo el rango, 
es decir, eliminar la actual asimetría, 
parece deseable, siempre y cuando el 
diseño no se vuelva muy complejo y 
se estimen con precisión los rangos de 
ingreso familiar a los cuales se les apli-
caría un cobro por arriba de la tarifa 
promedio. Operativamente, para los 
grupos con capacidad de pago se reco-
mienda romper el tope máximo del 
25% del costo de formación y elevar el 
aporte sin sobrepasar el 50%.   

Conservar un tope tiene dos justifi-
caciones: por un lado, evitar que una 
medida tarifaria pudiera afectar las 
decisiones de futuros estudiantes de 
ingresar al TEC; y por el otro, preser-
var un objetivo general de las universi-
dades públicas que promueven la inte-
gración de distintos grupos sociales. 

Asimismo, es necesario diseñar una 
estrategia de implementación. Por 
ejemplo, la institución puede avanzar, 
aun sin modificar el modelo de cobro, 
comunicando a la población univer-
sitaria la información sobre el costo 
real de los estudios y el aporte que las 
familias realizan, es decir, haciendo 
explícito el monto de los subsidios reci-
bidos. Concretamente, se recomienda 
modificar la factura y el recibo de pago 
para incluir esta información.

Existen otros ámbitos posibles para 
mejorar la distribución del costo de 
formación entre estudiantes, que si 
bien se identificaron, el estudio rea-
lizado no profundizó en ellos, por lo 
cual solo se recomienda considerar-
los al revisar el modelo tarifario. Por 
ejemplo, en primer lugar, tal como lo 
han documentado las investigaciones 
del TEC sobre costos de formación, 
los estudiantes de carreras caras reci-
ben subsidios cruzados de estudiantes 
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de carreras de menor costo relativo. 
Aunque cambiar este balance es posible 
con una reforma al modelo tarifario, 
nunca se llegaría a cobrar el costo total 
de formación correspondiente, por los 
peligros de sesgo en la selección de 
carreras. Sin embargo, la diferencia es 
tan importante que amerita analizar 
con más profundidad el origen de estas 
y revisar si existe margen para reducir 
los subsidios cruzados.

En segundo lugar, el TEC ha identifi-
cado un problema de repitencia impor-
tante en algunas materias. Actualmente 

no se utiliza el sistema de precios para 
sancionar el bajo rendimiento, como en 
otros países; es decir, una persona puede 
repetir cinco o más veces un curso y el 
crédito tiene siempre el mismo costo. A 
pesar de que algunos sistemas sancionan 
la repitencia con incrementos en el precio 
de la materia, su diseño no es sencillo, 
pues se debe tener en cuenta que, en 
cursos de muy baja tasa de aprobación, 
se podría sancionar pecuniariamente a 
los estudiantes cuando además existe 
responsabilidad de los docentes.



Notas
1 En su Memoria anual 2017, la Contraloría estimó 
que el total de recursos asignados a la educación 
superior sobrepasa la meta constitucional. “Para 
2017 el monto del Fondo equivale al 1,46% del PIB 
estimado para el ejercicio por el BCCR; no obstante, 
si se considera la transferencia a la UTN, aportes 
para gastos operativos de las universidades no con-
tabilizados en el FEES y los recursos ejecutados del 
crédito BIRF N° 8194-CR Proyecto de Mejoramiento 
de la Educación Superior, el financiamiento a la edu-
cación superior estatal asciende a ¢565 039 millo-
nes, 1,73% de la producción” (CGR, 2018).

2 La UTN se adhiere al Convenio de Coordinación 
de la Educación Suprior Estatal mediante Acuerdo 
de Conare del 2/junio/2015, pero con sus propios 
recursos financieros, los cuales son brindados por 
el Estado y no forman parte del FEES. El financia-
miento de la UTN quedó establecido en su Ley de 
Creación, n.° 8638, del 14 de mayo de 2008.

3 Al respecto, se puede consultar la comparecencia 
de la contralora general en la Asamblea Legislativa, 
del 4 de febrero del 2019 (Semanario Universidad, 
PAÍS, Josué Alfaro, 4 de febrero de 2019).

4 Algunos de los resultados obtenidos incluyen un 
ahorro de más de 4.000 millones de colones del 
2015 al 2018 en la UCR por la restricción en el 
otorgamiento de la dedicación exclusiva y remune-
raciones extraordinarias; y más de 11.000 millones 
de colones por la reducción del porcentaje de anua-
lidad (entre 2018-2020; Conare, 2019).

5 Después de la crisis de 2008, los costos de las 
universidades en Estados Unidos aumentaron signi-
ficativamente. A partir del 2012, la relación ingresos 
netos por matrícula e ingresos totales se ubica en 
torno a 46%, lo cual representa diez puntos por-
centuales de incremento. Esa relación varía entre 
los estados de la unión, con un mínimo de 14,7% 

y un máximo de 86,6%. Aunque el sistema opera con 
diversas fuentes de financiamiento (fondos federales, 
estatales y locales), los préstamos son predominantes. 
Las ayudas a estudiantes también varían entre esta-
dos, y el promedio nacional per cápita se ubica en 289 
dólares (SHEEO, 2017).

6 Los debates sobre el financiamiento público de 
la educación superior continúan en Chile. Desde la 
decisión de una política de gratuidad para familias 
correspondientes al 60% de menores ingresos de la 
población, las universidades públicas y privadas elegi-
bles para otorgar el beneficio no cobran aranceles a los 
estudiantes beneficiados por la Ley n.° 20882, Ley de 
Presupuestos para el Sector Público para el año 2016 y 
su reglamento) (http://www.gratuidad.cl). 
7 Algunos ejemplos de los mecanismos empleados 
son: tarifa (Chile, China, India, Indonesia, Italia, Japón, 
Sudáfrica, Kenia y Estados Unidos); modalidad de tarifa 
variable; el pago que realizan las familias a las institu-
ciones educativas cambia en función de la magnitud de 
los ingresos familiares (Colombia, Filipinas, Italia).

8 Como es natural en una institución académica, la 
estructura de gastos está dominada por el rubro de 
remuneraciones, que presenta el 69% del total. A ese 
monto se le adiciona un 22% correspondiente a com-
pra de bienes duraderos; pago por servicios de todo 
tipo, donde están incorporados los alquileres, servicios 
públicos, entre otros; y, finalmente, la compra de mate-
riales y suministros. En el remanente de 9% de otros 
gastos se encuentra el pago de becas a estudiantes, 
que representa un 5% del total.

9 Para la institución, los créditos tienen costo y, por 
tanto, su no cobro representa un subsidio público 
incremental que no reciben quienes matriculan doce o 
menos créditos. Es importante analizar el perfil socioe-
conómico de los estudiantes que se benefician con 
este subsidio adicional, para comprender si refuerza o 
no las brechas de equidad.
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